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SALA  DE CASACIÓN SOCIAL
Caracas,   03   de   mayo   de   2001.   Años:   191º   y   142º.-
 

Conoce esta Sala de la solicitud de regulación de competencia formulada dentro de un proceso por cobro de prestaciones sociales iniciado por la ciudadana  ISAURA JAIMES BLANCO, asistida por los abogados José Manuel Santos Araujo y Susana Oliva de Santos, contra el FONDO DE GARANTÍA DE DEPÓSITOS Y PROTECCIÓN BANCARIA (FOGADE), representada por la abogada Irma Bermúdez, el Juzgado Sexto de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, mediante decisión de fecha 31 de marzo de 2000, se declaró incompetente para conocer de la presente acción en razón de la materia y declinó la competencia en el Tribunal de Carrera Administrativa, el cual, en auto de fecha 8 de diciembre de 2000, rechazó la declinatoria efectuada por el Juzgado antes identificado, y se declaró igualmente incompetente remitiendo el expediente a este Tribunal Supremo de Justicia, en conformidad con lo establecido en los artículos 70 y 71 del Código de Procedimiento Civil.

Recibido el expediente en esta Sala de Casación Social, se dio cuenta oportunamente del asunto y se designó ponente al Magistrado que con tal carácter suscribe el presente fallo.

Con base en los elementos que cursan en autos, se pasa a decidir la presente regulación de competencia, previas las consideraciones siguientes:

Ú N I C O

EL Juzgado Sexto de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, al declarar su incompetencia expresó lo siguiente:

“Opuesta como fue por el Abogado JESÚS C. RANGEL RACHADELL, en su carácter de apoderado judicial de la empresa BANCO DE LOS TRABAJADORES DE VENEZUELA C.A., la incompetencia de la Jurisdicción Laboral para conocer de la presente causa, ya que los artículos 220 y 221, de la Ley General de Bancos y otras Instituciones Financieras, establecen que los empleados del Fondo tendrán el carácter de funcionarios públicos con los derechos y obligaciones que le corresponde por tal condición, incluyendo lo relativo a su seguridad social y se regirán por lo dispuesto en la Ley de Carrera Administrativa, conforme a lo expresado por la parte actora en su escrito libelar, ser empleada de FOGADE, como consecuencia de este hecho la jurisdicción laboral es incompetente para conocer de reclamación y no puede conocer de la presente causa.

Ahora bien, en el libelo de demanda, la actora expresa. (folio 4) “(...) que ingresé a prestar servicios bajo la dependencia de FOGADE, en las diferentes instituciones bancarias (B.T.V., ITALO, BANCOR, comprendida en la normativa de la emergencia financiera) siendo aquél el liquidador oficial de las mismas, terminando dicha relación por voluntad unilateral de FOGADE EL 15-8-97, es decir, por un tiempo de servicios ininterrumpidos de 2 años, 5 meses días, (sic) que al adicionarle a un (1) mes, da una antigüedad para todos los efectos legales de 2 años, 6 meses y 25 días (...)”.

Al respecto se observa que la jurisdicción laboral efectivamente es competente para conocer de estas demandas de prestaciones sociales de conformidad con lo dispuesto en la Ley Orgánica del Trabajo, no correspondiendo a los órganos judiciales calificar la acción que el interesado hubiere deducido del régimen jurídico aplicable a la situación de hecho controvertida, a los fines de establecer la competencia.

Por otra parte, el régimen jurídico de la Carrera Administrativa, es el aplicable al empleado público es el competente, por disposición expresa de los artículos 220 y 221 de la Ley General de Bancos y otras Instituciones Financieras, y al no estar excluida entre el personal que establece el artículo 5° de la Ley de Carrera Administrativa, este Tribunal declina su competencia para conocer de la presente acción y ordena remitir las presentes actuaciones al Tribunal de la Carrera Administrativa.”

Por su parte, el Juzgado de Sustanciación del Tribunal de la Carrera Administrativa, en auto de fecha 9 de agosto de 2000, fundamentó su declinatoria de incompetencia en los siguientes términos:
“Aduce la accionante al folio Diez (10) del escrito contentivo de la querella, que demanda al FONDO DE GARANTÍA DE DEPÓSITOS Y PROTECCIÓN BANCARIA, al BANCO DE LOS TRABAJADORES y a BANCOR S.A.C.A., esto es, nos encontramos en presencia de un Litis Consorcio Pasivo.-  Por otra parte, los dos últimos citados constituyen personas jurídicas de Derecho Privado, supuesto en el cual éste órgano jurisdiccional es INCOMPETENTE para conocer y en el supuesto de que la accionante haya prestado sus servicios a FOGADE en su condición de Empleada este órgano jurisdiccional sería COMPETENTE de conformidad con lo previsto en los Artículos 1 y 73 de la Ley de Carrera Administrativa.

Ahora bien, es evidente que a este Sustanciador se le formulan fundadas dudas en cuanto a la condición de funcionario de la querellante y por ende de la COMPETENCIA para conocer de este Tribunal de la Carrera Administrativa, por lo que, considera conveniente plantear Conflicto de Competencia por ante el Tribunal Supremo de Justicia en la Sala Social.- Remítase original este expediente al Tribunal en Pleno a los fines de la decisión respectiva.”

A este respecto, el Tribunal de la Carrera Administrativa, en decisión de fecha 8 de diciembre de 2000, declaró lo siguiente:

“Analizadas las Actas Procesales que conforman el presente expediente, en especial, del contrato de trabajo suscrito entre la ciudadana Isaura Jaimes Blanco y el Fondo de Garantía de Depósitos y Protección Bancaria (FOGADE), se constata que la contratación se hizo en condiciones de temporalidad, y especifidad de las tareas, debiendo la actora presentar servicios de Asesoría Comercial, todo lo que lleva a este Tribunal a considerar que, la accionante no es funcionario de Carrera y, en consecuencia, está sometida al régimen laboral común. El hecho anterior se une a la circunstancia de que el Banco de los Trabajadores y BANCOR S.A.C.A., constituyen personas de derecho privado llevan a concluir que este órgano jurisdiccional es INCOMPETENTE para conocer de la presente causa.

En virtud de las consideraciones anteriores se confirma el auto dictado por el Juzgado de Sustanciación el 09 de agosto de 2000, que declaró Incompetente a este Tribunal y vista la declaración de incompetencia realizada por el Juzgado Sexto de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, en acatamiento a las disposiciones contenida en los artículos 70 y 71 del Código de Procedimiento Civil, este Tribunal de la Carrera Administrativa plantea conflicto de competencia por ante la Sala de Casación Social del Tribunal Supremo de Justicia.”

 

Para decidir, la Sala observa:

Consta de las actas del expediente, la existencia de diversos contratos de trabajo por tiempo determinado, en los que se evidencia que la ciudadana Isaura Jaimes Blanco, prestó sus servicios en la dependencia de Fogade (desde el 4 de julio de 1995 hasta el 4 de noviembre del mismo año, en el: “Plan para la Centralización y Consolidación de la Información sobre los Activos de los Bancos Intervinientes y Estatizados Cerrados, en el Banco Italo Venezolano, así como toda otra función que le sea encomendada por la Presidencia de “EL FONDO”).  Asimismo, consta que trabajó en el Banco de los Trabajadores de Venezuela C.A., Bancor (tal como se evidencia de los tres contratos de honorarios profesionales consignados con duración de un mes, tres y seis meses cada uno, desempeñándose como “ABOGADO DE LAS EMPRESAS FILIALES Y RELACIONADAS”, específicamente en: “Asesoría Jurídica en Derecho Mercantil, Civil, y sobre cualquier materia que se estime conveniente en resguardo de los intereses de la Institución”, con un tiempo total de servicios, según el libelo de demanda, de 2 años, 5 meses. 

Ahora bien, a los fines de la presente regulación de competencia, se hace necesario precisar la condición en que la demandante prestó sus servicios, pues dependiendo de ello, se determinará el Tribunal competente para conocer de la presente controversia.

El criterio utilizado por el primero de los Tribunales trascrito supra, se basa en el carácter público de la accionante, conforme los artículos 220 y 221 de la Ley General de Bancos y otras Instituciones Financieras, así como del artículo 5° de la Ley de Carrera Administrativa, al no ser expresamente excluida la demandante de la aplicación de dicha Ley.

Al respecto, establecen los artículos 220 y 221 de la Ley General de Bancos y otras Instituciones Financieras, lo siguiente: 
“Artículo 220.-  Los funcionarios o empleados del Fondo tendrán el carácter de funcionarios públicos con los derechos y obligaciones que les corresponde por tal condición, incluyendo lo relativo a la seguridad social y se regirán por lo dispuesto en la Ley de Carrera Administrativa en todo lo que no se regule en las normas especiales, sobre ingreso, remuneración, clasificación de cargos, ascenso, traslado, suspensión, extinción de la relación de empleo público y fondo de ahorro, que establezca la Asamblea del Fondo. En dichas normas se deberá consagrar a los empleados como mínimo, los derechos relativos a preaviso, prestaciones sociales y vacaciones, establecidos en la Ley Orgánica del Trabajo.
Parágrafo Primero.- Los funcionarios y empleados del Fondo estarán sujetos al régimen de jubilaciones establecido en la Ley sobre el Estatuto de Jubilaciones y Pensiones de los Funcionarios o Empleados de la Administración Pública Nacional, de los Estados y de los Municipios.
Parágrafo Segundo.- Los funcionarios y empleados del Fondo no tendrán derecho a contratación colectiva y a huelga. No obstante, podrán organizarse en sindicatos de funcionarios públicos, conforme a la Ley de Carrera Administrativa, cuyas finalidades serán la defensa y protección de los derechos que le otorguen la presente Ley y las normas especiales que dicte la Asamblea del Fondo.
Artículo 221.- 
El Tribunal de Carrera Administrativa será competente para conocer, tramitar y decidir, conforme al procedimiento establecido en la Ley de Carrera Administrativa, las reclamaciones que formulen los empleados del Fondo cuando consideren lesionados sus derechos.
Parágrafo Único.- Los obreros al servicio del Fondo se regirán por la Ley Orgánica del Trabajo.”
 

Sin embargo, de acuerdo con la doctrina y jurisprudencia de este máximo Tribunal, el funcionario público de carrera, de conformidad con la Ley de Carrera Administrativa, debe ser nombrado, previo el cumplimiento de los requisitos para el ingreso establecidos en los artículos 34 y siguientes de la mencionada Ley. Igualmente, uno de los elementos definidores de la condición de funcionario público, la da el carácter de permanencia del cual gozan los empleados en la prestación de sus servicios, carácter éste que se prevé expresamente en el artículo 3º eiusdem. 
A este respecto, la Sala en sentencia de fecha 17 de febrero de 2000, expresó lo siguiente: "Así mismo se agrega, que la Ley no define al funcionario público, pero sí establece expresamente, que el funcionario puede ser "de carrera o de libre nombramiento o remoción" (art. 2º L.C.A.), y determina que la categoría de funcionarios de carrera implica el ingreso mediante nombramiento y el desempeño de servicios con carácter permanente (art. 3º L.C.A.); características éstas que son inherentes al estatuto del servidor (empleado o funcionario) público".

Ahora bien, en el presente juicio, se plantea la prestación de un servicio profesional a un Instituto Autónomo como es Fogade, definido expresamente en la Ley General de Bancos y otras Instituciones Financieras, en el Título III, Capítulo I de las Disposiciones Preliminares, en el artículo 202, como: “El Fondo de Garantía de Depósitos y Protección Bancaria, creado por Decreto Nº 540 de fecha 20 de marzo de 1985, es un instituto autónomo con personalidad jurídica y patrimonio propio e independiente del Fisco Nacional. Dicho Fondo está adscrito al Ministerio de Hacienda a los solos efectos de la tutela administrativa y se regirá por las disposiciones contenidas en este Título.”
En el caso de autos, se celebraron contratos por tiempo determinado con la Administración Pública, bajo la modalidad del contrato de servicios a tiempo determinado, sin que en este supuesto se cumplieran las reglas esenciales establecidas para el ingreso a la Carrera o función pública establecidas en la Ley. A este respecto, el vigente texto constitucional en su artículo 146 exceptúa al personal contratado por las dependencias públicas de la función pública, al disponer:
"Los cargos de los órganos de la Administración Pública son de carrera. Se exceptúan los de elección popular, los de libre nombramiento y remoción, los contratados y contratadas, obreros y obreras al servicio de la Administración Pública y los demás que determine la Ley.
El ingreso de los funcionarios públicos y las funcionarias públicas a los cargos de carrera será por el concurso público, fundamentado en principios de honestidad, idoneidad y eficiencia (..)". (Negrillas de la Sala).
 

Por otra parte, el artículo 9° de la Ley Orgánica del Trabajo, prevé expresamente que: “Los profesionales que presten servicios mediante una relación de trabajo tendrán los derechos y obligaciones que determinen las respectivas leyes de ejercicio profesional, pero estarán amparados por la legislación del Trabajo y de la Seguridad social en todo aquello que los favorezca.”

En virtud de que el caso en especie no se rige por las normas de la Carrera Administrativa, por cuanto no se trata de una relación de empleo público, como ha quedado precedentemente establecido, el conocimiento sustanciación y decisión de la presente causa dada la naturaleza del reclamo en cuestión, y la condición de empleada contratada de la accionante, corresponde a los tribunales del trabajo de conformidad con lo establecido en el artículo 655 de la Ley Orgánica del Trabajo, que atribuye la competencia a estos órganos de justicia cuando el caso no esté atribuido por la Ley a la conciliación o al arbitraje, y así se decide.
D E C I S I Ó N

Por las razones antes expuestas, el Tribunal Supremo de Justicia, en Sala de Casación Social, administrando justicia en nombre de la República Bolivariana de Venezuela y por autoridad de la Ley, declara COMPETENTE para conocer del proceso por cobro de prestaciones sociales iniciado por la ciudadana  Isaura Jaimes Blanco, contra el Fondo de Garantía de Depósitos y Protección Bancaria (FOGADE), al JUZGADO SEXTO DE PRIMERA INSTANCIA DEL TRABAJO DE LA CIRCUNSCRIPCIÓN JUDICIAL DEL ÁREA METROPOLITANA DE CARACAS.

Publíquese y regístrese. Remítase directamente este expediente al Tribunal declarado competente. Particípese esta remisión al Tribunal de la Carrera Administrativa.
El Presidente de la Sala,

 

 

_________________________

OMAR ALFREDO MORA DÍAZ
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______________________

JUAN RAFAEL PERDOMO

 

 







Magistrado,
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